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PRIMER EJERCICIO DE LAS PRUEBAS SELECTIVAS PARA INGRESAR, POR PROMOCIÓN 
INTERNA HORIZONTAL Y VERTICAL, EN EL CUERPO ADMINISTRATIVO (GRUPO C, SUBGRUPO 
C1), DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANARIAS (B.O.C. 
Nº245, DE 15 DE DICIEMBRE DE 2022). 
 

CUESTIONARIO Nº  2 
 
1. Tal como dispone el artículo 78.2 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, la 
provisión de puestos de trabajo en cada Administración Pública se llevará a cabo por los 
siguientes procedimientos: 
a) Concurso y comisión de servicios. 
b) Procedimientos basados en igualdad y paridad. 
c) Concurso y de libre designación con convocatoria pública. 
d) Los procedimientos preestablecidos por la Administración para estos casos, en función de las 

necesidades que se puedan presentar, tal como establece el artículo 78 del Estatuto básico del 
Empleado Público. 

 
2. Según refiere la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 

garantías de los derechos digitales, en su artículo 10.2: 
a) El registro de los datos referidos a condenas e infracciones penales a que se refiere el artículo 10 

del Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido en la regulación del 
Sistema de registros generales administrativos. 

b) El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a 
procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del 
Reglamento (UE) 2016/679, podrá realizarse conforme con lo establecido en la regulación del 
Sistema de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia. 

c) Los tratamientos de datos referidos a condenas e infracciones penales, así ́como a procedimientos 
y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán posibles cuando sean llevados a cabo 
por personal funcionario. 

d) Los procedimientos y medidas cautelares solo serán posibles cuando sean llevados a cabo por 
personal funcionario, siempre que tengan por objeto recoger la información facilitada. 

 
3. ¿En qué norma se regula el número, denominación, competencias y orden de precedencias de 

las Consejerías del Gobierno de Canarias? 
a) Decreto 40/2023, de 15 de julio, del Gobierno, modificado por el Decreto 47/2023, de 17 de julio. 
b) Decreto 41/2023, de 14 de julio, del Presidente, modificado por el Decreto 47/2023, de 17 de julio. 
c) Decreto 41/2023, de 15 de julio, del Gobierno, modificado por el Decreto 47/2023, de 17 de julio. 
d) Decreto 40/2023, de 14 de julio, del Presidente, modificado por el Decreto 47/2023, de 17 de julio. 

 
4. De conformidad con lo establecido en el artículo 305 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 

de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
se declaran expresamente comprendidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos: 
a) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que no conlleva el desempeño del cargo de 

consejero o administrador y presten otros servicios para una sociedad de capital, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el control efectivo, directo o indirecto, 
de aquella. 

b) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva el desempeño del cargo de 
consejero o administrador, o presten otros servicios para una sociedad de capital, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el control efectivo, directo o indirecto, 
de aquella. 
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c) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que conlleva el desempeño del cargo de 
consejero o administrador, y presten otros servicios para una sociedad de capital, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el control efectivo y directo de aquella. 

d) Quienes ejerzan las funciones de dirección y gerencia que no conlleva el desempeño del cargo de 
consejero o administrador, o presten otros servicios para una sociedad de capital, a título lucrativo 
y de forma habitual, personal y directa, siempre que posean el control efectivo, directo de aquella. 

 
5. El artículo 25.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas señala que, en los procedimientos iniciados de oficio, en los 
supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al 
interesado:  
a) Se producirá la caducidad del procedimiento. 
b) Se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver y notificar la resolución. 
c) El procedimiento se entenderá desestimado por causas imputables al interesado. 
d) El procedimiento se entenderá desestimado por causas ajenas a la Administración. 

 
6. De conformidad con lo dispuesto en el Decreto 41/2023, de 14 de julio, del Presidente, por el 

que se determinan las competencias de la Presidencia y Vicepresidencia, así como el número, 
denominación, competencias y orden de precedencias de las Consejerías, de las siguientes 
consejerías del Gobierno de Canarias, ¿cuál es la denominación correcta? 
a) Bienestar Social, Juventud, Infancia y Familias. 
b) Bienestar Social, Igualdad, Juventud, Infancia y Familias. 
c) Bienestar Social, Derechos, Igualdad, Juventud, Infancia y Familias. 
d) Bienestar Social, Igualdad, Diversidad y Juventud. 

 
7. (Señale la respuesta incorrecta). Según establece el artículo 37 del Real Decreto Legislativo 

5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público, son materias objeto de negociación: 
a) Las variaciones de la representatividad sindical, cada dos años a partir de la fecha inicial de 

constitución de las citadas mesas. 
b) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación. 
c) Los criterios generales de acción social. 
d) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios. 

 
8. El artículo 5 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 

texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, el personal de la Sociedad 
Estatal de Correos Telégrafos se rige por: 
a) El personal funcionario y laboral de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá por sus 

normas específicas y supletoriamente por lo dispuesto en este Estatuto. 
b) El personal funcionario de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá por sus normas 

específicas y supletoriamente por lo dispuesto en este Estatuto, mientras que su personal laboral 
se regirá por la legislación laboral y demás normas convencionalmente aplicables. 

c) El personal funcionario y laboral de la Sociedad Estatal Correos y Telégrafos se regirá únicamente 
por sus normas específicas, y en ningún caso por lo dispuesto en el Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico 
del Empleado Público 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 
 
9. Los Cabildos Insulares, en su condición de órganos de gobierno, administración y 

representación de las islas como entidades locales, debiendo obtener previamente los 
informes preceptivos y vinculantes de inexistencia de duplicidades y de sostenibilidad 
financiera previstos en el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local: 
a) Podrán ejercer competencias diferentes de las propias y las atribuidas por transferencias, tal como 

establece el artículo 7.5 de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares. 
b) Podrán ejercer competencias originarias y delegadas por atribución, según el artículo 7.4 de la 

Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares. 
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c) Podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 7.5 de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos 
Insulares. 

d) Podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las asignadas por transferencia, tal 
como dispone el artículo 7.4 de la Ley 8/2015, de 1 de abril, de Cabildos Insulares. 

 
10. En la Ley Orgánica 1/2004 de 28 de diciembre, de Medidas de Protección integral contra la 

Violencia de Género, el derecho a la atención sanitaria viene regulado en: 
a) El artículo 19. 
b) En el artículo 19 bis. 
c) En el artículo 18. 
d) En el artículo 18 bis. 

 
11. De acuerdo al artículo 22 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, se podrá suspender el transcurso del plazo máximo 
legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución cuando se soliciten los informes 
preceptivos a un órgano de la misma o de distinta Administración por el tiempo que medie 
entre la petición, que deberá comunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que 
igualmente deberá ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder:  
a) En ningún caso de seis meses. 
b) En ningún caso de tres meses.  
c) En ningún caso de un mes.  
d) De seis meses a contar desde el día siguiente en que la petición tiene entrada en el registro del 

órgano que debe emitirlo.  
 
12. ¿Cuál no es una función de la Audiencia de Cuentas de Canarias, de acuerdo con el artículo 5 

de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de Canarias? 
a) Fiscalizar el grado de transparencia en los traspasos entre los diversos programas 

presupuestarios plurianuales 
b) Fiscalizar los créditos extraordinarios. 
c) Fiscalizar los contratos suscritos por la Administración de la Comunidad Autónoma y demás entes 

del sector público indicados en el artículo 2 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de 
Cuentas de Canarias. 

d) Fiscalizar el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad 
financiera. 

 
13. Señale la respuesta correcta en relación a lo que dice este artículo. Según establece el artículo 

10 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, son funcionarios interinos los 
que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son nombrados como 
tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de 
carrera, cuando se den determinadas circunstancias. En el supuesto previsto en el apartado 
1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario interino deberán ser objeto 
de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad previstos en la 
normativa de cada Administración Pública. No obstante: 
a) Transcurridos dos años, desde el nombramiento del personal funcionario interino, se producirá el 

fin de la relación de interinidad. 
b) La vacante que se produce tras su cese, únicamente podrá ser ocupada por personal funcionario 

interino. 
c) La vacante que se produce tras su cese, podrá ser ocupada por funcionario interino, siempre que 

el correspondiente proceso selectivo quede desierto. 
d) La Administración, formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad, cuando 

comience el plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento. 
 
14. Señale la respuesta correcta según lo dispuesto en el artículo 98.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.  
a) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 

inmediatamente ejecutivos, salvo que se produzca la suspensión de la ejecución del acto. 
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b) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 
inmediatamente ejecutivos, salvo que se trate de una resolución de un procedimiento de 
naturaleza sancionadora contra la que no quepa algún recurso en vía administrativa, sin ser el 
potestativo de reposición. 

c) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 
inmediatamente ejecutivos, salvo que se trate de una resolución de un procedimiento de 
responsabilidad patrimonial contra la que no quepa algún recurso en vía administrativa, incluido el 
potestativo de reposición. 

d) Los actos de las Administraciones Públicas sujetos al Derecho Administrativo serán 
inmediatamente ejecutivos, salvo que una disposición lo establezca o no se necesite aprobación 
o autorización. 

 
15. Según establece la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno, en su artículo 24, a la hora de realizar una reclamación ante el Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno: 
a) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de un mes, transcurrido el cual, la 

reclamación se entenderá desestimada. 
b) Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o 

intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de 
audiencia a las personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho 
convenga.  

c) Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o 
intereses de terceros, se otorgará posterior al trámite de audiencia a las personas que pudieran 
resultar afectadas, un mes para que aleguen lo que a su derecho convenga.  

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 
 
16. El artículo 23.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas establece que contra el acuerdo que resuelva sobre la 
ampliación de plazos, que deberá ser notificado a los interesados:  
a) Cabrá recurso extraordinario de revisión. 
b) Cabrá recurso potestativo de revisión. 
c) No cabrá recurso alguno. 
d) Cabrá recurso de alzada. 

 
17. Según establece el artículo 89 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que 

se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, señale la 
afirmación correcta: 
a) El período de excedencia agrupará por cada sujeto causante las excedencias planteadas. El inicio 

del período de la nueva solicitud se encadenará al que se viniera disfrutando. 
b) Las funcionarias víctimas de violencia de género, para hacer efectiva su protección o su derecho 

a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia siempre que 
justifiquen haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de 
permanencia en la misma. 

c) Una de las modalidades de excedencia es la denominada, excedencia por razón de violencia 
terrorista. 

d) Los funcionarios de carrera podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando 
hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante un 
periodo mínimo de dos años inmediatamente anteriores. 

 
18. La fiscalización interna de la Audiencia de Cuentas se ejercerá por la: 

a) Intervención del Parlamento de Canarias, para los actos de contenido económico y estabilidad 
presupuestaria, según artículo 4.3 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de 
Canarias.  

b) Intervención General del Gobierno de Canarias, para los actos de contenido económico y 
presupuesto, según artículo 4.2 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de 
Canarias. 

c) Intervención del Parlamento de Canarias, para los actos de contenido económico, según artículo 
4.2 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de Cuentas de Canarias. 
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d) Intervención General del Gobierno de Canarias, para los actos de contenido económico y 
estabilidad presupuestaria, según artículo 4.3 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, de la Audiencia de 
Cuentas de Canarias. 

 
19. Según el artículo 3 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales 

del Régimen Económico Fiscal de Canarias, estarán sujetas al Impuesto General Indirecto 
Canario: 
a) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas a las Islas Canarias, así como las 

importaciones de bienes en dicho territorio. 
b) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en las Islas Canarias, así como las 

exportaciones de bienes en dicho territorio. 
c) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en las Islas Canarias, así como las 

importaciones de bienes en dicho territorio. 
d) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas a las Islas Canarias, así como las 

exportaciones de bienes en dicho territorio. 
 
20. La delegación de competencias municipales respetará de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 10.2 de la Ley 7/2015, de 1 de abril, de los municipios de Canarias: 
a) Los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera y no podrá tener una 

duración inferior a la prevista en la legislación básica. 
b) Los principios de sostenibilidad presupuestaria y estabilidad financiera y no podrá tener una 

duración superior a la prevista en la legislación comunitaria. 
c) Los principios de estabilidad financiera y presupuestaria y no podrá tener una duración inferior a 

la prevista en la legislación comunitaria. 
d) Los principios de estabilidad y sostenibilidad financiera y no podrá tener una duración superior a 

la prevista en la legislación complementaria. 
 
21. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 

Públicas, establece que no se admitirán a trámite acciones posesorias contra las actuaciones 
de los órganos administrativos realizadas en materia de su competencia y de acuerdo con el 
procedimiento legalmente establecido: 
a) En el artículo 102. 
b) En el artículo 103. 
c) En el artículo 104. 
d) En el artículo 105. 

 
22. El artículo 44 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas, relativo a la notificación infructuosa de los actos 
administrativos, establece que:  
a) Las Administraciones Públicas no podrán establecer otras formas de notificación complementarias 

a través de los restantes medios de difusión, que excluirán la obligación de publicar el 
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».  

b) Las Administraciones Públicas no podrán establecer otras formas de notificación complementarias 
a través de los restantes medios de difusión, que no excluirán la obligación de publicar el 
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado».  

c) Cuando los interesados en un procedimiento sean desconocidos y se ignore el lugar de la 
notificación, ésta se hará por medio de un anuncio publicado en el «Boletín Oficial del Estado». 

d) Las Administraciones Públicas podrán establecer otras formas de notificación complementarias a 
través de los restantes medios de difusión, que excluirán la obligación de publicar el 
correspondiente anuncio en el «Boletín Oficial del Estado». 
 

23. La atribución de competencias a los municipios, a través de leyes sectoriales, se ajustará, 
además de lo previsto en la legislación básica de régimen local, a los principios recogidos en 
el: 
a) Artículo 6 de la Ley 7/2005, de 10 de mayo. 
b) Artículo 4 de la Ley 7/2005, de 10 de mayo. 
c) Artículo 5 de la Ley 7/2015, de 1 de abril. 
d) Artículo 6 de la Ley 7/2015, de 1 de enero. 
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24. En todo caso, estarán obligados a relacionarse con las Administraciones Públicas a través de 

medios electrónicos, para la realización de cualquier trámite de un proceso administrativo: 
a) Quienes ejerzan una actividad profesional y laboral para la que se requiera colegiación obligatoria, 

para los trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de 
dicha actividad laboral, según dispone el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

b) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los 
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha 
actividad profesional, según dispone el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

c) Quienes ejerzan una actividad laboral para la que se requiera colegiación obligatoria, para 
trámites, actuaciones y procedimientos que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio 
de dicha actividad profesional, según dispone el artículo 14.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

d) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para 
trámites, actuaciones y procedimientos que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio 
de dicha actividad laboral, según dispone el artículo 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

 
25. Conforme al artículo 102 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, cuando se trate de actos que por no ser 
personalísimos puedan ser realizados por sujeto distinto del obligado habrá lugar a la: 
a) Multa coercitiva. 
b) Ejecución coercitiva. 
c) Ejecución subsidiaria. 
d) Compulsión sobre las personas. 

 
26. Según establece el artículo 55 de la ley 11/2006, de 11 de diciembre, de la Hacienda Pública 

Canaria, ¿qué son las generaciones de crédito?  
a) Hacen referencia a los créditos destinados a atender obligaciones específicas del respectivo 

ejercicio, derivadas de normas con rango de ley y que de modo taxativo se relacionen en la Ley 
anual de Presupuestos, y, en su virtud, podrá ser incrementada su cuantía hasta el importe que 
alcancen las respectivas obligaciones. 

b) Son traspasos de dotaciones entre los diferentes créditos del presupuesto. Cuando haya de 
realizarse con cargo al Presupuesto de la Comunidad Autónoma de Canarias algún gasto que no 
pueda demorarse hasta el ejercicio siguiente, y no exista crédito adecuado o sea insuficiente y no 
ampliable el consignado y su dotación no resulte posible a través de las restantes figuras de 
modificación de créditos. 

c) Se tramitarán cuando haya de realizarse con cargo al Presupuesto de la Comunidad Autónoma 
de Canarias algún gasto que no pueda demorarse hasta el ejercicio siguiente, y no exista crédito 
adecuado o sea insuficiente y no ampliable el consignado y su dotación no resulte posible a través 
de las restantes figuras de modificación de créditos. 

d) Son modificaciones que incrementan los créditos como consecuencia de ingresos no previstos o 
superiores a los contemplados en el presupuesto inicial. 

 
27. A tenor de lo dispuesto en el artículo 63 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 

por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
el personal funcionario de carrera puede perder su condición por las siguientes causas: 
a) La jubilación parcial del funcionario. 
b) La renuncia a la condición de funcionario. 
c) La pena principal o accesoria de inhabilitación absoluta o especial para cargo público que tuviere 

carácter provisional.  
d) La sanción disciplinaria de separación del servicio con carácter temporal. 

 
28. De acuerdo con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 

pública y buen gobierno, en su artículo 7, las Administraciones Públicas en el ámbito de sus 
competencias, publicarán: 
a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas por los 

organismos sindicales en la medida en que no supongan una interpretación del Derecho. 
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b) Los Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. La publicación se producirá́ una vez que estos 
hayan sido solicitados a los órganos consultivos correspondientes siempre que esto suponga, la 
apertura de un trámite de audiencia pública. 

c) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un periodo 
de información pública durante su tramitación.  

d) Las solicitudes cuya iniciativa les corresponda, siempre que sea preceptivo un dictamen. 
 
29. Según el artículo 107.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, la declaración de lesividad de actos anulables: 
a) No podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se notificó el acto administrativo 

y exigirá la previa audiencia de los representantes de los interesados en el mismo en los términos 
establecidos por el artículo 82. 

b) No podrá adoptarse una vez transcurridos cuatro años desde que se dictó el acto administrativo y 
exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo en los términos 
establecidos por el artículo 82. 

c) No podrá adoptarse una vez transcurridos seis meses desde que se dictó el acto administrativo y 
exigirá la previa audiencia de los representantes de los interesados en el mismo en los términos 
establecidos por el artículo 82. 

d) No podrá adoptarse una vez transcurridos seis meses desde que se notificó el acto administrativo 
y exigirá la previa audiencia de cuantos aparezcan como interesados en el mismo en los términos 
establecidos por el artículo 82. 

 
30. Según el artículo 21.3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, el plazo de tres meses en que la Administración está 
obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en los casos en que las normas reguladoras 
de los procedimientos no fijen el plazo máximo, se contará:  
a) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha de la notificación del acuerdo de 

incoación al interesado.  
b) En los procedimientos iniciados de oficio, desde el día siguiente a la fecha del acuerdo de 

iniciación. 
c) En los procedimientos iniciados de oficio, desde la fecha del acuerdo de iniciación.  
d) Los iniciados a solicitud del interesado, desde el día siguiente a la fecha en la que la solicitud haya 

tenido entrada en el registro electrónico de la Administración u Organismo competente para su 
tramitación.  

 
31. En cuanto a la transferencia de tecnología entre Administraciones, determina la Ley 40/2015, 

de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en su artículo 158 que: 
a) Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados y formalizados de 

aplicaciones para su libre reutilización, de conformidad con lo dispuesto en el Esquema Nacional 
de Seguridad. 

b) Las Administraciones Públicas mantendrán directorios formalizados de aplicaciones para su libre 
utilización, de conveniencia con lo dispuesto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

c) Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados y formalizados de 
aplicaciones para su libre reutilización, de conveniencia con lo dispuesto en el Esquema Nacional 
de Seguridad. 

d) Las Administraciones Públicas mantendrán directorios actualizados de aplicaciones para su libre 
reutilización, de conformidad con lo dispuesto en el Esquema Nacional de Interoperabilidad. 

 
32. Según establece el artículo 32 bis de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 

Riesgos Laborales, se consideran recursos preventivos, a los que el empresario podrá asignar 
la presencia, entre otros, los siguientes: 
a) Uno o varios trabajadores que dispongan de la formación básica en Prevención de Riesgos 

Laborales como establece el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el 
Reglamento de los Servicios de Prevención. 

b) Uno o varios trabajadores a criterio de los propios trabajadores. 
c) Uno o varios miembros del o los servicios de prevención ajenos concertados por la empresa. 
d) Únicamente puede existir un trabajador designado como recurso preventivo por parte de la 

empresa. 
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33. De conformidad con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 

información pública y buen gobierno, en su artículo 22, ¿cuál de las siguientes afirmaciones 
es correcta? 
a) Si ha existido oposición de tercero, el acceso solo tendrá́ lugar cuando, habiéndose denegado 

dicho acceso, siempre que haya sido resuelto o confirmando el derecho a recibir la información.  
b) Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo 

puede acceder a ella.  
c) Se debe llevar a cabo un registro actualizado del historial de acceso de cada usuario a la 

información.  
d) El acceso a la información se realizará únicamente por vía electrónica. Cuando no pueda darse el 

acceso en el momento de la notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en 
un plazo no superior a quince días.  

 
34. De conformidad con el artículo 4 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 

aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, la sujeción al Impuesto General 
Indirecto Canario: 
a) Se produce directamente relacionado con los fines o resultados perseguidos en la actividad 

empresarial o profesional y en cada operación en particular. 
b) Se produce con independencia de los fines o resultados perseguidos en la actividad empresarial 

o profesional o en cada operación en particular. 
c) Se produce con independencia de los fines o resultados conseguidos en la actividad empresarial 

o profesional o en cada operación en particular. 
d) Se produce en base a la naturaleza de los fines o resultados obtenidos en la actividad empresarial 

o profesional y en cada operación en particular. 
 
35. Según dispone el artículo 31 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 

Laborales, el servicio de prevención tendrá carácter interdisciplinario, debiendo sus medios 
ser apropiados para cumplir sus funciones. Para ello, la formación, especialidad, capacitación, 
dedicación y número de componentes de estos servicios, así como sus recursos técnicos, 
deberán ser suficientes y adecuados a las actividades preventivas a desarrollar, en función de 
las siguientes circunstancias, entre otras: 
a) Tipos de riesgo a los que puedan encontrarse expuestos los trabajadores. 
b) Número de trabajadores que pertenecientes a la empresa dispongan de formación en materia de 

prevención de riesgos laborales, en los términos previstos en los artículos 18 y 19 de la Ley 
31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales. 

c) Número de Delegados de Prevención de los que disponga la empresa a la que va a prestar sus 
servicios de acuerdo a los términos establecidos en la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales. 

d) Todas las respuestas anteriores son correctas. 
 
36. De conformidad con lo dispuesto en la Resolución de 14 de abril de 2000, de la Dirección 

General de Planificación, Presupuesto y Gasto Público, por la que se establece el Texto 
Refundido de los códigos y definiciones de los ingresos y gastos de la estructura económica 
de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de Canarias, identifique dónde 
incluiría dentro de la estructura económica de los Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, el código de clasificación CAPÍTULO VI, inversiones reales: 
a) Operaciones financieras, Clasificación económica de ingresos. 
b) Operaciones corrientes, Clasificación económica de gastos. 
c) Operaciones de capital, Clasificación económica de ingresos. 
d) Ninguna de las opciones planteadas es correcta. 

 
37. A tenor de lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas, la falta de resolución y de notificación de la misma, 
en el plazo máximo establecido para resolver un procedimiento iniciado de oficio en que la 
Administración ejercite potestades sancionadoras, conlleva:  
a) La prescripción de la infracción y de la sanción.  
b) La caducidad del procedimiento.  
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c) La estimación de las pretensiones de los interesados que hubieran comparecido por silencio 
administrativo.  

d) La declaración de no culpabilidad del presunto infractor.  
 
38. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 

Administraciones Públicas, el certificado acreditativo del silencio administrativo producido se 
expedirá de oficio por el órgano competente para resolver en el plazo de:  
a) Quince días desde aquel en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la 

Administración u Organismo competente para resolver. 
b) Diez días desde aquel en que la petición tuviese entrada en el registro electrónico de la 

Administración u Organismo competente para resolver. 
c) Diez días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. 
d) Quince días desde que expire el plazo máximo para resolver el procedimiento. 

 
39. Tal como establece el artículo 12 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el 

que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, no tendrán la 
consideración de trabajadores por cuenta ajena, salvo prueba en contrario: 
a) El cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes del empresario, por 

consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción, ocupados 
en su centro o centros de trabajo, cuando convivan en su hogar y estén a su cargo. 

b) El cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes del empresario, por 
consanguinidad hasta el segundo grado o afinidad hasta el cuarto grado inclusive y, en su caso, 
por adopción, ocupados en su centro o centros de trabajo, cuando convivan en su hogar y estén 
a su cargo. 

c) El cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes del empresario, por 
consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive y, en su caso, por adopción, ocupados 
en su centro o centros de trabajo, cuando no convivan en su hogar o estén a su cargo. 

d) El cónyuge, los descendientes, ascendientes y demás parientes del empresario, por 
consanguinidad hasta el segundo grado y, en su caso, por adopción, ocupados en su centro o 
centros de trabajo, cuando no convivan en su hogar o estén a su cargo. 
 

40. De acuerdo con el artículo 32.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, si las circunstancias lo aconsejan y 
con ello no se perjudican derechos de tercero, la Administración, salvo precepto en contrario, 
podrá conceder una ampliación de los plazos establecidos: 
a) Que no exceda de la mitad de los mismos, únicamente de oficio. 
b) Que no exceda de una tercera parte de los mismos, a petición de los interesados. 
c) Que no exceda de una tercera parte de los mismos, de oficio o a petición de los interesados. 
d) Que no exceda de la mitad de los mismos, de oficio o a petición de los interesados. 

 
41. Señale la respuesta correcta en relación a lo que dice este artículo. Tal como establece el 

artículo 12 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, es personal eventual el que, en 
virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza funciones expresamente 
calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los 
créditos presupuestarios consignados para este fin:  
a) El número máximo se establecerá por los respectivos órganos de Gobierno.  
b) La condición de personal eventual constituirá mérito para el acceso a la Función Pública, así como 

para la promoción interna. 
c) El nombramiento y cese serán libres. El cese, será independiente del de la autoridad a la que se 

preste la función de confianza o asesoramiento 
d) Al personal eventual le será aplicable, el régimen general de los funcionarios de carrera en todo 

su ámbito.  
 

42. De conformidad con el artículo 21.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la Administración está obligada a 
dictar resolución expresa en todos los procedimientos y a notificarla cualquiera que sea su 
forma de iniciación, excepto en:  
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a) Los supuestos de terminación del procedimiento por pacto o convenio, así como los 
procedimientos relativos al ejercicio de derechos sometidos únicamente al deber de declaración 
responsable o comunicación previa a la Administración. 

b) Los casos de caducidad del procedimiento.   
c) Los casos de prescripción.  
d) Los casos de renuncia del derecho. 

 
43. Dispone el artículo 155 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público, que cada Administración deberá facilitar el acceso de las restantes Administraciones 
Públicas a los datos relativos a los interesados que obren en su poder, especificando las 
condiciones, protocolos y criterios funcionales o técnicos necesarios para acceder a dichos 
datos con las máximas garantías de seguridad, integridad y disponibilidad, de conformidad 
con lo dispuesto en el: 
a) Reglamento (UE) 2016/678 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de abril de 2016, relativo 

al amparo de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 96/46/CE y en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales 
y su normativa de desarrollo. 

b) Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al régimen de datos personales y a la libre 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 96/46/CE y en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, Datos Personales y garantía de los derechos digitales y su normativa 
de desarrollo. 

c) Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE y en la Ley Orgánica 
3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales 
y su normativa de desarrollo. 

d) Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 
a la protección de las personas físicas en lo que respecta al régimen de datos personales y a la 
circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/45/CE y en la Ley Orgánica 
3/2018, de 4 de diciembre, Datos Personales y garantía de los derechos informáticos y su 
normativa de desarrollo. 

 
44. Tal como dispone el artículo 151 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 

Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE: 
a) La resolución de licitación deberá ser motivada, se notificará a los licitadores y se podrá notificar 

a los candidatos si así lo solicitan, debiendo ser publicada en el perfil de contratante en el plazo 
de 15 días. 

b) La resolución de adjudicación deberá ser motivada y se notificará a los candidatos y licitadores, 
debiendo ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 15 días. 

c) La resolución de adjudicación deberá ser motivada, se notificará a los licitadores y se podrá 
notificar a los candidatos si así lo solicitan, debiendo ser publicada en el perfil de contratante en el 
plazo de 10 días. 

d) La resolución de adjudicación deberá ser motivada, se notificará a los candidatos y licitadores, 
que podrá ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 10 días. 

 
45. Según el artículo 24.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 

Común de las Administraciones Públicas ¿Qué consideración tiene la estimación por silencio 
administrativo?  
a) El único efecto de permitir a los interesados la interposición del recurso administrativo.  
b) El único efecto de permitir a los interesados la interposición del recurso contencioso 

administrativo.  
c) De acto administrativo finalizador del procedimiento.  
d) No tiene la consideración de acto administrativo. 
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46. Tal como dispone el artículo 109 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, respecto a las 
prestaciones de la Seguridad Social, tendrán naturaleza contributiva: 
a) Las prestaciones y servicios de asistencia sanitaria incluidos en la acción protectora de la 

Seguridad Social y los correspondientes a los servicios sociales derivadas de enfermedades 
profesionales. 

b) Los complementos por mínimos de las pensiones de la Seguridad Social. 
c) Las prestaciones familiares reguladas en el capítulo I del título VI de la presente Ley. 
d) Ninguna de las opciones planteada es correcta. 

 
47. Según dispone el artículo 18.3 de la Ley 7/2021, de 31 de julio, le corresponde al Diputado del 

Común: 
a) Establecer relaciones de cooperación con instituciones nacionales e internacionales cuyo ámbito 

de función se extienda a la protección de las libertades públicas y los derechos fundamentales. 
b) Establecer relaciones de coordinación y control con las instituciones nacionales e internacionales 

en la Unión Europea cuyo ámbito de función se extienda a la protección de las libertades públicas 
y los derechos fundamentales. 

c) Establecer relaciones de cooperación con las instituciones nacionales y de la Unión Europea cuyo 
ámbito de función se extienda a la protección de las libertades públicas y los derechos 
fundamentales. 

d) Establecer relaciones de colaboración con las instituciones nacionales e internacionales cuyo 
ámbito de función se extienda a la protección de las libertades públicas y los derechos 
fundamentales. 
 

48. ¿En qué artículo de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos del Sector Público, por la 
que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y 
del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, se hace referencia a la 
calificación de los contratos? 
a) En el artículo 11. 
b) En el artículo 12. 
c) En el artículo 13. 
d) En el artículo 14. 

 
49. Según dispone el artículo 30.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 

Sector Público, si las leyes que establecen infracciones y sanciones no fijan plazos de 
prescripción, las sanciones impuestas por faltas leves prescriben:  
a) Al año.  
b) A los 2 años.  
c) A los 3 años.  
d) A los 6 meses. 

 
50. (Señale la respuesta incorrecta). En cuanto a las funciones de legalidad que ejerce el Consejo 

Consultivo de Canarias en las administraciones públicas canarias, de acuerdo con el artículo 
11.1.D de la Ley 5/2002, de 3 de junio, le corresponde, dictaminar preceptivamente sobre: 
a) Reclamaciones que se formulen en materia de responsabilidad administrativa por cuantías 

superiores a 5000€. 
b) Creación o supresión de municipios y alteración de términos municipales.   
c) Nulidad, interpretación, modificación y extinción de concesiones administrativas cuando se formule 

oposición por parte del concesionario. 
d) Revisión de oficio de los actos y disposiciones administrativos, y recurso de revisión. 

 
 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 

51. De acuerdo con lo establecido en el artículo 104.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los actos 
administrativos que impongan una obligación personalísima de no hacer o soportar:  
a) Deberán ser ejecutados mediante multa coercitiva en todos los casos en que la ley lo permita. 
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b) Podrá liquidarse de forma provisional y realizarse antes de la ejecución, a reserva de la liquidación 
definitiva. 

c) Podrán ser ejecutados por compulsión directa sobre las personas en los casos en que la ley 
expresamente lo autorice. 

d) Podrán ser ejecutados por compulsión indirecta sobre las personas en los casos en que la ley 
expresamente lo autorice. 

 
52. Conforme a lo determinado en el artículo 24 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 

Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, en los casos de 
desestimación por silencio administrativo:  
a) La resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser confirmatoria 

del mismo.  
b) La resolución expresa posterior a la producción del acto sólo podrá dictarse de ser denegatoria 

del mismo.  
c) La resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración con 

vinculación al sentido del silencio.  
d) La resolución expresa posterior al vencimiento del plazo se adoptará por la Administración sin 

vinculación alguna al sentido del silencio.  
 
53. En relación a lo establecido en el artículo 82 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de contratos 

del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, y sin 
perjuicio de lo señalado en el apartado 3 de este artículo y en el artículo 83, la conservación de 
la clasificación de las empresas: 
a) Deberá justificarse anualmente el mantenimiento de la solvencia técnica y profesional. 
b) Deberá justificarse anualmente el mantenimiento de la solvencia económica y financiera. 
c) Deberá justificarse cada tres años el mantenimiento de la solvencia económica y financiera. 
d) Deberá justificarse cada dos años el mantenimiento de la solvencia técnica y profesional. 

 
54. ¿En cuál de los siguientes casos el recurso extraordinario de revisión se interpondrá dentro 

del plazo de cuatro años siguientes a la fecha de la notificación de la resolución impugnada, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 125 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas? 
a) Que aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del asunto que, aunque sean 

posteriores, evidencien el error de la resolución recurrida. 
b) Que en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios declarados falsos 

por sentencia judicial firme, siempre y cuando la sentencia sea posterior a la resolución. 
c) Que al dictarlos se hubiera incurrido en error de hecho, que resulte de los propios documentos 

incorporados al expediente. 
d) Que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de prevaricación, cohecho, violencia, 

maquinación fraudulenta u otra conducta punible y se haya declarado así en virtud de sentencia 
judicial firme. 


